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EL CASO MADRE MÍA

SIN LICENCIA

RINCÓN DEL AUTOR

El silencio de la vergüenza

Defensa de la adenda 1

Viajando juntos

L a Contraloría General 
de la República ha co-
metido un suicidio. Se 
ha expuesto como un 
órgano de control sin 

capacidad técnica. Su informe sobre 
el aeropuerto de Chinchero pone en 
evidencia su incapacidad, incluso, pa-
ra informar con mínima coherencia. 

La contraloría, además, actúa de 
manera opaca. Hasta el momento no 
ha publicado su informe completo 
sobre la adenda 1 de Chinchero. Ha 
adelantado, sin embargo, conclusio-
nes y recomendaciones. 

La contraloría recomienda regre-
sar al contrato original “en salvaguarda de los 
intereses del Estado”. El contrato original es el 
que trajo todos los problemas. 

El contrato original no fi ja límites a las tasas 
de interés, no fi ja fecha para el cierre fi nanciero 
(o sea para empezar). Establece que el gobierno 
debe hacer un pago por adelanto de obra. 

La contraloría, en su informe de abril del 
2014, había advertido estos problemas del con-
trato. Sin embargo, no planteó acciones pena-
les contra ningún funcionario del gobierno de 
Ollanta Humala. Esta concesión y este tipo de 
contrato se dio en ese gobierno. 

La contraloría dice ahora que el Ministerio de 
Transportes no pudo acreditar al acreedor per-
mitido del concesionario. Se trata de Goldman 
Sachs (GS), que no se acreditó justamente por-
que no se defi nían las condiciones fi nancieras. 
No podía defi nirlas, porque el contrato original 
no establecía plazos ni topes. 

U na “verdad” casi universal es 
que avanzamos más cuando 
avanzamos juntos. La vida 
colectiva se mejora con la co-
hesión, la coordinación y la 

cooperación. Adam Smith nos educó con el 
ejemplo de una fábrica de alfi leres, donde el 
trabajo en conjunto permitía la especializa-
ción y la coordinación. Años después se buscó 
una fórmula para el desarrollo de países que 
seguían atrasados y la propuesta central fue la 
del “gran empujón”. En un país donde falta to-
do, el despegue solo se logrará si todos invier-
ten juntos, coordinadamente. Hoy, la ayuda 
para las regiones más pobres del Perú se con-
diciona a la existencia de una asociación. Casi 
todo municipio rural tiene una ofi cina para el 
registro de las asociaciones de productores, 
registro que luego sirve de ábrete sésamo para 
los fondos de ayuda. 

Otra tesis enfatiza el papel del capital social 
a nivel local, entendiéndose la capacidad para 
cooperar, realizar obras y proveer servicios que 
sirven a una colectividad. El sociólogo Robert 
Putnam descubrió una diferencia sistemática 
de capital social entre los municipios del norte 
y del sur de Italia, explicando así la ventaja ad-
quirida por el norte. En el Perú, se ha consta-
tado una diferencia similar entre los distritos 
de la sierra peruana afectados y no afectados 
por la mita española, sosteniendo que la mita 
habría reducido la futura capacidad local para 
la gestión colectiva. Otro caso de capacidad 
desigual para la gestión colectiva se descubre 
comparando el norte y el sur de Vietnam, dife-
rencia que favorece el norte debido a una larga 
tradición de sólido gobierno central en el norte. 

El Perú tiene fama por su “milenaria” tra-
dición andina de solidaridad comunitaria. 
Además, esa cultura habría sido trasladada 
a las ciudades por migrantes andinos, faci-

litando la creación 
y autogestión de 
asentamientos hu-
manos y de asocia-
ciones productivas 
de transportistas y 
comerciantes. 

Pero ninguna ver-
dad ha sido obstácu-
lo para una verdad 
contraria. Alabamos 
nuestra milenaria so-

lidaridad pero a la vez criticamos nuestro indi-
vidualismo, confl ictividad y poco respeto por el 
bien común. No faltan evidencias. Los campesi-
nos que recibieron tierras en la reforma agraria 
optaron por la parcelación y gestión individual 
de esas tierras. Ayudas en la forma de bienes co-
lectivos, como los fi totoldos donados a comu-
nidades en la sierra, han fracasado en parte por 
la renuencia de los comuneros para trabajar 
juntos. Cooperativas de crédito creadas hace 
medio siglo ya no existen y muchas cooperati-
vas para la comercialización de cultivos luchan 
para sobrevivir. La misma incapacidad para el 
trabajo colectivo ha perjudicado proyectos de 
riego, afectados por conflictos relacionados 
al reparto y a los costos de mantenimiento. Fi-
nalmente, la comprobación más contundente 
de nuestra falta de ciudadanía sería la altísima 
informalidad. 

Al fi nal, ninguna de las dos “verdades” pa-
rece ser del todo correcta. Sin duda el trabajo 
colectivo ha jugado un papel en el campo y en 
la ciudad, y explica en parte el extraordina-
rio éxito peruano de las últimas dos décadas. 
Pero también es evidente que un déficit de 
solidaridad o cultura de trabajo colectivo es 
un obstáculo mayor. Parece haber un espacio 
grande para aprovechar tanto la energía del 
individualismo como la fuerza que viene con 
la cooperación. Al fi nal, ambos son motores de 
la embarcación en la que viajamos juntos. 

“ Me arrepiento de haber 
defendido a un asesino en 
serie”, espetó hace dos se-
manas Omar Chehade, ex 
vicepresidente y abogado 

de Ollanta Humala, refiriéndose a 
su ex defendido. “Es escalofriante 
descubrir que alguien que fue nues-
tro presidente pudo ser un asesino 
en serie, un destripador, un descuar-
tizador”, declaró poco después Be-
to Ortiz, uno de los periodistas que 
más ha investigado el Caso Madre 
Mía. Los testimonios son, en efecto, 
escalofriantes. Para mencionar solo 
el último: el ex sargento José Ponce 
Ruiz, quien acusara a Humala en el 2006 de ha-
ber enterrado vivos a prisioneros y de ser “una 
persona anormal… que se sadiqueaba en la 
gente inocente torturando, golpeando, matan-
do”, reapareció la semana pasada para declarar, 
ante el periodista Oscar Quispe del programa 
“Primer plano”, que Humala mató a hombres 
desarmados y que “las órdenes de ejecución de 
la gente que fue muerta en la cabezada del río 
Magdalena, todas, fueron ordenadas por él”. 

Dadas las declaraciones de seis testigos más 
los audios que demostrarían que Humala com-
pró al menos un testigo, es de esperarse que la 
fi scalía esté armando un caso muy sólido; pero 
lo cierto es que, entre tanto, el ‘Capitán Carlos’ 
se está benefi ciando de una sorprendente in-
dolencia, con respecto a estas acusaciones, de 
diversos sectores políticos y sociales habitual-
mente opuestos entre sí, pero que hoy confl u-
yen en un silencio que transita entre la vergüen-
za y la complicidad. 

Entre los que guardan silencio están muchos 
militares, en actividad y en retiro. Si bien nadie 
ha salido a contradecir los testimonios del sar-
gento y los soldados que han declarado contra 
Humala, muy pocos han salido a corroborarlos. 
Y la explicación puede estar no solo en que la 
promoción de Humala está ahora en los más al-
tos mandos militares, sino que, como el propio 
Humala declaró la semana pasada, “en 1992 
el manual del Ejército no solo pedía eliminar 
a los combatientes, sino también a las bases y 
a los aliados políticos de los terroristas”. Eso 
explicaría el espíritu de cuerpo de los militares 
que participaron en la lucha contrasubversiva, 
así como de muchas otras personas que creen 
que esa era la única manera de terminar con el 
terrorismo. 

También contribuye a este clima de indife-
rencia que las víctimas sean “ciudadanos de 
tercera”. Es tremendamente injusto, pero me 
temo que esa es la percepción de mucha gente. 
Los crímenes no se cometieron en la capital ni 
las víctimas eran estudiantes universitarios sino 
“chunchos” y colonos dedicados a actividades 
como el tráfi co de madera o el cultivo de coca 

El contrato no era claro sobre las 
tasas a aplicarse durante la etapa 
constructiva. No podía, por tanto, 
defi nir sus condiciones fi nancieras, 
como es obvio. A pesar de las cartas 
de GS, la contraloría considera que 
no resultó ser un acreedor permitido. 

La empresa concesionaria con-
siguió finalmente tasas y plazos. El 
Ministerio vio que esas tasas traían 
un costo exorbitante. El concesiona-
rio respetaba el contrato, pero el país 
pagaría casi 500 millones de dólares 
por costo fi nanciero. 

La contraloría exige que se regrese 
al contrato original. Cree que es me-

jor gastar esos 500 millones. 
El gobierno actual propuso pagar por ade-

lantado su obligación. Fue lo que se le ocurrió 
para evitar los costos fi nancieros del horroroso 
contrato original. 

Dice la contraloría que se ha favorecido 
al concesionario, pues los funcionarios “no 
velaron que se cumpla con el Contrato de 
Concesión”. Además de destruir el idioma, 
la contraloría invierte las cosas. Esos funcio-
narios nos están salvando de pagar aproxi-
madamente 500 millones de dólares de costo 
fi nanciero. 

La contraloría dice que los funcionarios son 
responsables de no acreditar al acreedor per-
mitido ni contar con una propuesta de fi nancia-
miento. ¡Pero si el contrato no fi jaba fecha para 
el cierre fi nanciero! Y el contrato, ¡se hizo en el 
gobierno anterior! 

La contraloría concluye que la adenda 1 mo-

en un centro poblado remoto de 
la selva. 

Pero el silencio más vergonzo-
so es el de aquellos que, en otras 
circunstancias, habrían expresa-
do ruidosamente su indignación. 
El silencio de las organizaciones 
de derechos humanos y de mu-
chos políticos e intelectuales de 
izquierda e incluso de centro que 
en el 2006 veían con desconfi anza 
a Humala, pero que en el 2011 de-
cidieron apoyarlo con el argumen-
to esbozado por Steven Levitsky 
de que “con Humala hay dudas; 
con Keiko, pruebas”. Lo cierto era 

precisamente lo contrario, como lo sostuvieron 
entonces Fernando Rospigliosi y otros perio-
distas de investigación que habían seguido con 
rigor la trayectoria del comandante candidato. 

Entre los incautos que apoyaron a Humala 
en la segunda vuelta del 2011 
estuvieron nuestro laureado 
Nobel Mario Vargas Llosa y el 
tristemente célebre Alejandro 
Toledo, hoy prófugo de la jus-
ticia, pero los que hicieron po-
sible el triunfo de Humala fue-
ron el ex presidente del Poder 
Judicial César San Martín y el 
empresario Marcelo Odebre-
cht. San Martín –quien había 
condenado a Alberto Fuji-
mori a 25 años de prisión por 
responsabilidad mediata en 
los crímenes de Barrios Altos 
y La Cantuta– decidió archi-
var el Caso Madre Mía en el 
2009 por falta de pruebas. 
Odebrecht financió la 
campaña de Humala y la 
asesoría de Luis Favre. 
El archivamiento del 
Caso Madre Mía y el 
apoyo brasileño fueron 
determinantes para per-
suadir a más de la mitad 
del electorado de la ino-
cencia y moderación de 
Humala. La gestora de 
ambos respaldos habría 
sido Nadine Heredia, a 
juzgar por lo que escri-
bió de puño y letra en sus 
agendas. 

Es comprensible que 
quienes apoyaron activa-
mente a Humala sientan hoy 
vergüenza de reconocer que 
se equivocaron. El ego, el odio y 
el dinero, según los casos, explican 
que todavía haya quienes se permitan 

“El archivamiento del 
Caso Madre Mía y el 

apoyo brasileño fueron 
determinantes para 

persuadir a más de la mitad 
del electorado de la inocencia 

y moderación de Humala”. 

“En un país 
donde falta 

todo, el 
despegue solo 

se logrará 
si todos 

invierten 
juntos”.
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difi có las “condiciones de competencia” del 
concurso. Pretende decir que si los otros pos-
tores hubieran sabido de estas condiciones, 
habrían sido más competitivos. Eso es falso 
a todas luces. 

El pago por adelanto de obra lo tiene que 
hacer el gobierno, no el postor. Es un pro-
blema para el gobierno, no para el postor. 
La situación del postor o del concesionario 
no cambia por la forma en que el gobierno 
encare su problema fi nanciero. 

Si la contraloría quiere acusar a los funcio-
narios que arreglaron el problema (y no a los 
que lo causaron), puede hacerlo, pero sobre 
bases sólidas. ¿Dónde está el benefi cio para 
la empresa? ¿Dónde está el benefi cio de los 
funcionarios? 

Las adendas son sospechosas, especial-
mente a partir de Odebrecht. Hay que revi-
sarlas, por supuesto. Negarle, sin embargo, 
la posibilidad al gobierno de corregir errores 
pasados por ese prejuicio es un exceso. 

La adenda 1 de Chinchero debe prevale-
cer. Sobre el díscolo informe de contraloría y 
sobre las hesitaciones de un ex ministro, de-
be mantenerse la decisión, apoyada, como 
está, en la legalidad y en la solvencia técnica 
de los funcionarios. 

No sé cuál sea el interés de arruinar el 
arreglo al contrato original al que apunta 
esta adenda. El gobierno debe defender sus 
fueros y a sus funcionarios. Debe defender 
Chinchero contra la ineptitud y la arbitra-
riedad. 

Es eso o claudicar la función del gobierno 
en favor de los politiqueros. 
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defenderlo en artículos sinuosos o en las 
redes sociales. Otros han optado por guar-
dar silencio. Lo que deberían hacer quienes 
apoyaron a Humala en el 2011 es reconocer 
públicamente su error y sumarse a la indig-
nación que el caso merece. Se requieren 
fiscales y jueces valientes y honestos para 
resolver un caso de esta magnitud. La so-
ciedad civil y la opinión pública no pueden 
permanecer indiferentes. 


